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S-2022         
Procedimiento:   Ordinario 
Demandante:   Julio César Paniagua  
Demandado:   Julia Esther Zapata  
Radicado:   05001 31 03 008 2012 00528 01 
Asunto:   Confirma sentencia impugnada  
Tema:              Enriquecimiento sin causa. Debido a su carácter de residual, no procede cuando se cuenta 

aún con otras acciones. 

 
  

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín, veinticuatro (24) de octubre del dos mil veintidós (2022). 

 

Se ocupa la Sala de decidir el recurso de apelación interpuesto por el 

demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito 

de Descongestión de Medellín el día 30 de septiembre del 2015, en el trámite del 

procedimiento ordinario incoado por el señor Julio César Paniagua en contra de la 

señora Julia Esther Zapata. Labor jurisdiccional que se acomete en el siguiente 

orden. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1. Pretensiones. Por escrito de demanda presentado a través de 

apoderado, el señor Julio César Paniagua Ceballos formuló demanda en uso de 

la acción de enriquecimiento sin causa, en contra de la señora Julia Esther Zapata 

Tobón, para que previo agotamiento de los ritos del procedimiento ordinario fuesen 

acogidas las siguientes pretensiones: 

 

(i) Se declare que la señora Julia Esther Zapata Tobón obtuvo un 

enriquecimiento sin causa con empobrecimiento del demandante, al haberse 

aprovechado de los dineros relacionados en el hecho Tercero de la demanda por 

valor de $80.679.662 y, como consecuencia pide; (ii) que se condene a la señora 

Julia Esther Zapata Tobón a restituir la suma de $80.679.662 al señor Julio César 

Paniagua Ceballos con sus respectivos intereses legales hasta el reembolso total.  

 

2. Fundamentos de hecho. Como fundamentos fácticos en los que 

se sustentan las pretensiones, narró el apoderado de la demandante los hechos 

que se pueden sintetizar de la siguiente manera: 



                                                                                                        M. P. Julián Valencia Castaño                                           
                                                                                                                                                                            

                                                                                       

 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

2  

2.1. Que, entre demandante y demandada existió una unión 

marital, junto con la cual nació una sociedad patrimonial de 

hecho, por lo que el 30 de octubre del 2003 el juzgado Sexto de Familia de 

Medellín profirió sentencia de declaración sobre su existencia y, por ahí mismo, 

disolvió y ordenó la liquidación de dicha sociedad, sentencia que fue confirmada 

en sentencia de segunda instancia del 19 de noviembre del 2007, por la Sala de 

Familia del Tribunal de Medellín, en la que se confirmó la declaración y existencia 

de una unión marital de hecho entre el 30 de junio del 2001 hasta el 30 de octubre 

del 2003. 

 

2.2. Que antes de la unión marital de hecho y después de su 

disolución, el señor Paniagua Ceballos había adquirido unos bienes, como fue el 

haber dado la cuota inicial por valor de $11.516.072, para la compra del 

apartamento ubicado en Medellín, sector belén, conjunto residencial Barcelona 

P.H., distinguido con el N° 403 de la calle 31ª N° 69 – 29 con su parqueadero, 

pago que realizó con un préstamo que le hizo a él las Empresas Públicas de 

Medellín donde laboraba, dinero que fue entregado a los vendedores Mario 

Jaramillo Duque y Marta Ligia franco, hecho el mismo día en que se otorgó la 

escritura pública, inversión que hiciera antes de iniciarse la unión marital con la 

señora Julia Esther Zapata; además, que luego de disuelta la sociedad marital de 

hecho, también pagó el saldo que se debía de una hipoteca por las cuotas 

insolutas a cargo de la señora Zapata Tobón, para evitar el remate por no pago de 

cuotas vencidas, lo que ascendió a $36.251.812, pago que hizo con un préstamo 

a las Empresas Públicas, préstamo que todavía está cancelando a EPM. 

 

2.3. Que una vez disuelta la sociedad marital de hecho, también 

adquirió un vehículo automotor marca Renault Symbol, modelo 2004, habiendo 

pagado en forma total el precio que fue de $32.911.778, quedando comprobado 

que al demandante le correspondían como bienes propios antes y después de la 

sociedad marital de hecho la suma de $80.679.662.00.   

 

2.4. Que según el art. 3° de la ley 54 de 1990 los bienes adquiridos 

antes de iniciarse la unión marital no hacen parte de la sociedad, sin embargo, 

dichas sumas de dinero fueron excluidas (sic) (Para el tribunal debe leerse no 

fueron excluidas), dentro del proceso de liquidación que se tramita en el juzgado 

Sexto de familia de Medellín, porque según el juez no tenían la calidad de pasivos 
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del acervo social y tampoco se clasificaron como 

recompensas que se debieran los compañeros 

permanentes entre sí, por lo que la única acción que le brinda ahora la justicia al 

demandante Paniagua Ceballos es la acción de enriquecimiento, que está 

ejerciendo  

 

3. Trámite procesal. Admitida la demanda y surtido el 

emplazamiento, se le nombró curador ad litem a la demandada, el cual aceptó 

unos hechos y sobre los demás exigió que debían probarse. En cuanto a las 

pretensiones, dijo atenerse a lo que resultara probado en el proceso.  

 

4. La sentencia apelada.  Agotado el trámite previo de rigor, el Juez 

profirió sentencia el día 30 de septiembre del 2015, en la que, conforme el acervo 

probatorio arrimado por el actor y examinadas las pruebas en forma individual y 

en conjunto, concluyó que no se deban los elementos constitutivos del 

enriquecimiento injusto y por eso negó las pretensiones.   

 

El juzgado se dio primero a la tarea de precisar que el trámite aplicable 

a la liquidación de las sociedades patrimoniales de hecho es el señalado en el art. 

7° de la ley 54/90, al tiempo que citó los artículos 1781, 1801 y 1804 del C. Civil, 

como también citó doctrina para el caso de la recompensa entre los cónyuges que 

explica casuísticamente cuándo sí y cuando no hay lugar a las recompensas 

debido al posible enriquecimiento de la masa de gananciales durante la sociedad, 

para concluir que el demandante sí tenía un mecanismo idóneo para el 

reconocimiento de esos dineros cuando se tramitó la respectiva liquidación y así 

lograr el reconocimiento de dichas recompensas, pero que el demandante sólo 

afirmó que dichos conceptos fueron excluidos del proceso de familia sin prueba 

alguna que lo respalde, sin demostrar que sí alegó esos derechos ante el juez 

como única oportunidad que tenía para hacerlo y por eso elucubró el juez, que si 

por alguna razón el demandante dejó perder ese mecanismo de acción para 

excluir los bienes propios del acervo social, entonces, como consecuencia, ya no 

puede invocar la pretensión de enriquecimiento sin causa. 

 

Además, añadió el juez, que si en gracia de discusión se admitiera 

que sí podía el demandante hacer uso de la acción de enriquecimiento, de todas 
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maneras no cumplió con la prueba para demostrar como 

cierto que antes y después de la unión marital de hecho 

hizo inversiones patrimoniales que necesariamente estaban por fuera del 

patrimonio social, pues solamente arrimó algunos testimonios en su favor, prueba 

que no resulta convincente para probar semejantes afirmaciones y por eso negó 

las pretensiones.    

 

5. De la impugnación. En un incipiente memorial, el apoderado del 

demandante simplemente apuntó que existía un empobrecimiento en el patrimonio 

del demandante y un enriquecimiento en el patrimonio de la demandada y nada 

más, desequilibrio patrimonial originado en la actitud ventajosa desplegada en el 

trámite de liquidación del acervo marital, dejando que el Tribunal optara por hacer 

llegar las pruebas trasladadas que se habían pedido y que no fueron arrimadas al 

proceso.   

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la 

decisión consultada, procede la Sala a decidir este grado jurisdiccional, con 

fundamento en las siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Presupuestos procesales. El trámite que se dio al proceso fue el 

adecuado, no presenta vicios que puedan afectarlo, no se pretermitieron términos, 

no existen recursos ni incidentes pendientes de resolver y ambas partes se 

encuentran formalmente legitimadas para enfrentar la litis. 

 

2. Sobre el procedimiento aplicable. Conviene advertir de manera 

preliminar que con la entrada en vigencia del C. G. del P., se le dio paso a la 

aplicación de una ultractividad excepcional a las normas derogadas del Código de 

Procedimiento Civil, en cuanto previó que se siguiera aplicando a las actuaciones 

y diligencias ya iniciadas (art. 625); por consiguiente, si cuando el CGP entró en 

vigencia, ya se había interpuesto el recurso de apelación el 04 de marzo de 2015, 

contra la sentencia que puso fin a la primera instancia, notificada por edicto 

desfijado el 02 de marzo de esa anualidad, es por lo que éste se rige por el C. de 

P. C., en lo que tiene que ver con la resolución de mérito del mismo. 
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3. Problema jurídico. Estudiada la sentencia apelada y el 

recurso interpuesto, se advierte que el problema jurídico a resolver por la Sala gira 

en torno a establecer si es cierto, como lo afirmó el juez en su sentencia, que al 

demandante solamente le quedaba objetar la diligencia de inventarios y avalúos 

dentro del trámite de liquidación de la sociedad, como que tampoco demostró con 

pruebas el enriquecimiento sin causa, o si la realidad jurídica es, como lo sostiene 

el apelante, que la ley solamente le brindaba esa oportunidad dentro del proceso 

de liquidación para conseguir la exclusión de sus bienes del haber social, por lo 

que se adelanta el Tribunal afirmar que no cabe razón a ninguno de ellos, puesto 

que no es cierto que no le quedara al demandante ninguna otra acción, cuando la 

verdad es que podía demandar en un proceso ordinario la exclusión de los bienes 

propios del acervo social y resulta ser esa la única razón por la cual debe 

confirmarse la sentencia, como pasa a demostrarlo el Tribunal. 

 

Cabe recordar que lo pretendido en la presente causa es lograr la 

declaración del enriquecimiento injusto, pues el demandante trata de cuestionar 

que no se haya admitido dentro del acervo patrimonial la exclusión de unos bienes 

que estima como propios, para poderse liquidar la sociedad patrimonial sin contar 

con unos dineros que son suyos, ya que fueron invertidos en el pago de la cuota 

inicial de un inmueble y asumió el pago de una hipoteca, además de la compra de 

un automóvil -luego de que se terminara la unión marital y quedara disuelta la 

sociedad-, pagos que él mismo afirma haber hecho por fuera del periodo en que 

se declaró la sociedad marital de hecho, sin parar mientes en que aún le quedaba 

por ejercer la acción ordinaria declarativa para la exclusión de bienes propios del 

acervo social, exclusión que según él mismo afirma le fue negada dentro del 

trámite de liquidación del patrimonio social, por lo que al ser residual la acción in 

rem verso y como no ejercitó ni ha ejercitado la acción que aún le quedaba, es la 

única razón por la que no podían prosperar las pretensiones, como pasa a 

explicarse.  

 

4. Del enriquecimiento sin causa. Desde el siglo pasado, ha 

sostenido la jurisprudencia de la Corte que para el buen suceso de la acción de 

enriquecimiento sin causa justa deben reunirse al menos los siguientes requisitos: 

a) que se haya producido un enriquecimiento; b) un empobrecimiento correlativo; c) que ese 

enriquecimiento carezca de una causa justa y, d) que no tenga el afectado ningún otro medio para obtener 

la satisfacción de su pretensión por cuanto la acción in rem verso tiene carácter subsidiario. 
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En sentencia del 7 de octubre de 2009, la Corte ratificó su 

línea jurisprudencial con respecto al enriquecimiento injusto 

y concretamente, acerca del requisito de subsidiariedad citó su misma 

jurisprudencia horizontal así: “Todo el mundo conoce que dicha acción se abre paso sólo en la 

medida en que no haya otro remedio que venga en pos del empobrecido. En otros términos, la vida de esta 

acción depende por entero de la ausencia de toda otra alternativa. Subsecuentemente, en el punto no es de 

recibo la coexistencia de acciones”. (Sent. Cas. Civ. de 11 de enero de 2000, Exp. No. 5208). …La Corte en 

relación con este tema ha dicho de tiempo atrás que «para que sea legitimada en la causa la acción in rem 

verso, se requiere que el demandante, a fin de recuperar el bien, carezca de cualquier otra acción originada 

por un contrato, un cuasicontrato, un delito, un cuasidelito, o las que brotan de los derechos absolutos», y 

que «…es preciso que el enriquecimiento no haya tenido ningún otro medio para obtener satisfacción, 

puesto que la acción de in rem verso tiene un carácter esencialmente subsidiario». (G.J. Tomo XLIV, pág. 

474, XLV, pág. 29 y Sent.053 de 22 de febrero de 1991). En el mismo sentido se pronunció la Corte en 

sentencia 124 de 10 de diciembre de 1999”. (Sent. Cas. Civ. de 28 de agosto de 2001, Exp. No. 6673). 

 

Es válido también citar la obra “Lecciones sobre Derecho Civil 

Obligaciones de Antonio Rocha Alvira (Revisado, actualizado y completado por 

Betty Mercedes Martínez Cárdenas ISBN: 978-958-8378-92-3 Primera edición: 

Bogotá, D.C., julio de 2009, pág 162. Editorial Universidad del Rosario), que sobre 

el carácter residual del enriquecimiento sin causa escribió: 

 

“Cuarta. La acción de in rem verso presenta un carácter subsidiario. No puede intentarse 

cuando el perjudicado o lesionado tiene a su disposición una vía o acción directa para lograr 

que se repare su lesión o perjuicio; por ejemplo, una proveniente de la reparación a que da 

lugar el delito o el cuasidelito o cuando ha dejado que la acción directa prescriba. En efecto, 

el acreedor ha dejado prescribir su crédito; ya no puede intentar la acción de in rem versu 

contra su deudor con el pretexto de que por la prescripción, éste resulta enriquecido a sus 

expensas. Tampoco puede intentarla bajo pretexto de que no tenga la prueba por escrito que 

la ley exige, pues ese sería el modo de trastornar la ley burlando los requisitos de la prueba y 

del modo de reclamar un derecho en juicio por las vías exigidas por la ley como pruebas de 

los hechos y de las obligaciones. Este requisito de que la acción in rem versu presenta un 

carácter subsidiario es negado por algunos autores como Colin y Capitant, pero hoy lo admite 

la jurisprudencia.” 

 

Cabe anotar, que el objetivo principal del enriquecimiento sin causa o 

actio in rem verso, es restablecer el equilibrio de los patrimonios en litigio y, que 

es una acción resarcitoria y subsidiaria que a voces de la doctrina deriva del 

principio de la equidad, empero, como se dijo, su procedencia se debe a la 

concurrencia de los presupuestos enunciados, por lo que faltando uno de ellos se 

condena al fracaso las pretensiones de la demanda.  
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5. Del caso concreto. Conforme a lo expresado, debe 

analizarse ahora, con base en las acotaciones previas, si al demandante le 

quedaba otra acción judicial que hubiera podido y debido ejercitar antes de 

aventurarse en el ejercicio de la acción de enriquecimiento, pues como se acaba 

de ver, dentro de los cuatro requisitos concurrentes está el “d) que no tenga el afectado 

ningún otro medio para obtener la satisfacción de su pretensión por cuanto la acción in rem verso tiene 

carácter subsidiario.”, razón por la cual estima el Tribunal de una vez, que no podía 

prosperar la acción aquí planteada, puesto que el señor Julio César Paniagua 

contaba con la acción ordinaria respectiva, por las razones que a continuación se 

ofrecen. 

 

5.1. El trámite para la liquidación de la sociedad patrimonial que aquí 

nos convoca está consagrado en el Código de Procedimiento Civil vigente para la 

época de la demanda, siendo del caso citar las reglas que regulaban en su 

momento dicho trámite. 

 

5.1.1. Según la ley 54 de 1990, en lo que aquí interesa:   

 

Artículo 7o. A la liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, se aplicarán las 
normas contenidas en el Libro 4o., Título XXII, Capítulos I al VI del Código Civil. Los procesos de 
disolución y liquidación de sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, se tramitará por el 
procedimiento establecido en el Título XXX del Código de Procedimiento Civil y serán del conocimiento 
de los jueces de familia, en primera instancia. 

 

5.1.2. Mientras que el Código de procedimiento Civil vigente para la 

época en que dice el demandante que se tramitó el proceso trae las siguientes 

reglas aplicables a la liquidación del patrimonio social: 

 

ARTÍCULO 625 LIQUIDACIÓN A CAUSA DE SENTENCIA DE JUECES ECLESIASTICOS 
 
Cualquiera de los cónyuges podrá pedir la liquidación de la sociedad conyugal disuelta a causa de 
sentencia eclesiástica, si acompaña copia auténtica de la misma, y el certificado de matrimonio con la 
constancia de haberse tomado nota de ella. 

Para la liquidación se aplicarán las siguientes reglas: 

1. De la demanda se dará traslado al otro cónyuge por tres días, salvo que haya sido formulada de consuno. 

2. El demandado sólo podrá proponer las excepciones distintas de las previas contempladas en los 

numerales 1, 2, 4, 5, 6, 7 y 10 del artículo 97. También podrá proponer como excepción previa la cosa 

juzgada, y que el matrimonio no estuvo sujeto al régimen de comunidad de bienes. 

3. Admitida la demanda, surtido el traslado o resueltas las excepciones previas desfavorablemente 

al demandado, según el caso, el juez ordenará que se emplace por edicto a los acreedores de la 

sociedad conyugal, para que hagan valer sus créditos. El edicto se sujetará a lo dispuesto en el 

artículo 589. 
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4. Vencido el término del edicto emplazatorio, efectuadas las 

publicaciones y agregadas al expediente, el juez señalará fecha y hora 

para practicar la diligencia de inventario de los bienes y deudas de la sociedad conyugal y el 

avalúo de aquéllos. También designará los peritos si las partes no se ponen de acuerdo en 

escoger éstos, o si siendo capaces no determinan sus valores. 

5. Para la confección del inventario se tendrá en cuenta lo dispuesto en el artículo 600 y en el 4. de 

la Ley 28 de 1932. 

6. La actuación posterior se regirá por lo dispuesto en los artículos 601, 602, 605, 608 a 614 609, 610, 

611, 612, 613 y 620. 

 
Artículo modificado por el artículo 1, numeral 336 del Decreto 2282 de 1989.Ver Citas: 8 sentencias, 4 
disposiciones normativas 
 
ARTÍCULO 626 LIQUIDACIÓN A CAUSA DE SENTENCIA DE JUECES CIVILES 
Para la liquidación de la sociedad conyugal disuelta por sentencia civil, se procederá como disponen los 
numerales 3 y siguientes del artículo anterior 625. La actuación se surtirá en el mismo expediente en 
que se haya proferido dicha sentencia y no será necesario formular demanda. 

            Artículo modificado por el artículo 1, numeral 337 del Decreto 2282 de 1989. 

 

5.1.3. Actualmente en el Código general de proceso el trámite que se 

sigue retomó cuestiones trascendentales. Veamos: 

 
ART. 523.—Liquidación de sociedad conyugal o patrimonial a causa de sentencia 
judicial. Cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes podrá promover la liquidación de la 
sociedad conyugal o patrimonial disuelta a causa de sentencia judicial, ante el juez que la profirió, para 
que se tramite en el mismo expediente. La demanda deberá contener una relación de activos y pasivos 
con indicación del valor estimado de los mismos. 

Cuando la disolución haya sido declarada por sentencia proferida por autoridad religiosa, a la demanda 
también se acompañará copia de la misma. 

El juez ordenará correr traslado de la demanda por diez (10) días al otro cónyuge o compañero 
permanente mediante auto que se notificará por estado si aquella ha sido formulada dentro de los treinta 
(30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia que causó la disolución; en caso contrario la 
notificación será personal. 

El demandado solo podrá proponer las excepciones previas contempladas en los numerales 1º, 4º, 5º, 
6º y 8º del artículo 100. También podrá alegar como excepciones la cosa juzgada, que el matrimonio o 
unión marital de hecho no estuvo sujeto al régimen de comunidad de bienes o que la sociedad conyugal 
o patrimonial ya fue liquidada, las cuales se tramitarán como previas. 

Podrá también objetar el inventario de bienes y deudas en la forma prevista para el proceso de sucesión. 

Si el demandado no formula excepciones o si fracasan las propuestas, se observarán, en lo pertinente, 
las reglas establecidas para el emplazamiento, la diligencia de inventarios y avalúos, y la partición en el 
proceso de sucesión. 

Admitida la demanda, surtido el traslado o resueltas las excepciones previas desfavorablemente al 
demandado, según el caso, el juez ordenará el emplazamiento de los acreedores de la sociedad 
conyugal, para que hagan valer sus créditos. El emplazamiento se sujetará a las reglas previstas en este 
código. 

PAR. 1º—Cuando se trate de la liquidación de sociedad conyugal disuelta por sentencia de nulidad 
proferida por autoridad religiosa, el juez deberá pronunciarse sobre su homologación en el auto que 
ordene el traslado de la demanda al demandado, disponer su inscripción en el registro civil de matrimonio 
y la expedición de copia del mismo con destino al expediente. 

PAR. 2º—Lo dispuesto en este artículo también se aplicará a la solicitud de cualquiera de los compañeros 
permanentes o sus herederos para que se liquide la sociedad patrimonial, y a la liquidación adicional de 
sociedades conyugales o patrimoniales, aun cuando la liquidación inicial haya sido tramitada ante 
notario (§ ART. 108., ART. 21., ART. 22., ART. 91., ART. 100., ART. 293., ART. 303., ART. 306., ART. 
314., ART. 369., ART. 501.). 

https://legislacion.vlex.com.co/vid/civiles-ra-gimen-patrimonial-matrimonio-526580543
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5.1.4. Ya en cuanto la audiencia de inventarios y avalúos 

se disponía en el CPC lo siguiente: 

 

ARTÍCULO 600 INVENTARIOS Y AVALUOS 

 

Vencido el término del edicto emplazatorio, efectuadas las publicaciones y agregadas al expediente 

como lo dispone el artículo 318, se señalará fecha y hora para la práctica de la audiencia de inventario 

de bienes y deudas de la herencia y de la sociedad conyugal, para lo cual se aplicarán las siguientes 

reglas: 

1. A la práctica del inventario y de los avalúos podrán concurrir los interesados que relaciona el artículo 

1312 del Código Civil . El inventario será elaborado por los interesados bajo la gravedad de juramento y 

presentado por escrito para su aprobación en la fecha señalada, con la indicación de los valores que de 

común acuerdo asignen a los bienes. El juramento se entenderá prestado por el hecho de la firma. 

En el activo de la sucesión se incluirán los bienes denunciados por cualquiera de los interesados en la 

forma indicada en el inciso anterior. 

Si hubiere desacuerdo entre los interesados sobre el valor total o parcial de alguno de los bienes, el juez 

resolverá previo dictamen pericial. 

En el pasivo de la sucesión sólo se incluirán las obligaciones que consten en título que preste mérito 

ejecutivo, siempre que en la audiencia no se objeten, o las que a pesar de no tener dicha calidad se 

acepten expresamente en ella por todos los herederos, o por éstos y por el cónyuge sobreviviente cuando 

conciernan a la sociedad conyugal. Se entenderá que quienes no concurran a la audiencia aceptan las 

deudas que los demás hayan admitido. 

Los acreedores cuyos créditos no fueren inventariados podrán hacerlos valer en proceso separado. Para 

tal efecto se ordenará inmediatamente la devolución de los documentos presentados. 

2. Cuando en el proceso de sucesión haya de liquidarse la sociedad conyugal, en el inventario se 

relacionarán los correspondientes activos y pasivos para lo cual se procederá conforme a lo previsto en 

el artículo 4 de la Ley 28 de 1932, con observancia de lo dispuesto en el numeral anterior, en lo 

pertinente. 

En el activo de la sociedad conyugal se incluirán las compensaciones debidas a la masa social por el 

cónyuge sobreviviente o por el difunto, siempre que se denuncien por la parte obligada o que ésta acepte 

expresamente las que denuncie la otra. En los demás casos se procederá como dispone el artículo 

siguiente 601. 

En el pasivo de la sociedad conyugal se incluirán las compensaciones debidas por la masa social al 

cónyuge sobreviviente por el causante, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior. 

3. No se incluirán en el inventario los bienes que conforme a los títulos fueren propios del cónyuge 

sobreviviente. En caso de que se incluyeren, el juez decidirá mediante incidente que deberá proponerse 

por el cónyuge antes del vencimiento del traslado de que trata el inciso primero del artículo siguiente 

601. El auto que lo decida es apelable en el efecto diferido. 

4. Si se hubieren dejado de inventariar bienes, podrá solicitarse inventario y avalúos adicionales, a los 

cuales se les aplicará lo dispuesto en los numerales anteriores. 

La solicitud deberá formularse antes de que se apruebe la partición o adjudicación de bienes, sin perjuicio 

de lo dispuesto en el artículo 620. 

      

 Artículo modificado por el artículo 1, numeral 320 del Decreto 2282 de 1989. 

 

5.2. Ahora relaciona el Tribunal las reglas del Código Civil que 

contemplan la acción de exclusión que le queda a los terceros o los cónyuges o a 

los compañeros permanentes para lograr la exclusión de un bien propio del acervo 

social. 

ARTICULO 1781. <COMPOSICION DE HABER DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. El haber de la 

sociedad conyugal se compone: 

1.) De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante el 

matrimonio. 

2.) De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que provengan, 

sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges y que se devenguen 

durante el matrimonio. 

3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, 

obligándose la sociedad a la restitución de igual suma. 

https://legislacion.vlex.com.co/vid/codigo-civil-43010756#articulo1312
https://legislacion.vlex.com.co/vid/codigo-civil-43010756#articulo1312
https://legislacion.vlex.com.co/vid/codigo-civil-43010756
https://legislacion.vlex.com.co/vid/civiles-ra-gimen-patrimonial-matrimonio-526580543#articulo4
https://legislacion.vlex.com.co/vid/civiles-ra-gimen-patrimonial-matrimonio-526580543
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4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges 

aportare al matrimonio, o durante él adquiere <sic>; quedando obligada la 

Sociedad a restituir su valor según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición. 

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles, 

designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos domiciliados 

en el territorio. 

5.) De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso. 

6.) <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> De los bienes raíces que la mujer aporta al matrimonio, 

apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero. 

Se expresara así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al tiempo 

del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de venta de bienes 

raíces. 

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta, puede restituirse en dinero a elección de la misma 

mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas. 

 

ARTICULO 1782. <ADQUISICIONES EXCLUIDAS DEL HABER SOCIAL>. Las adquisiciones hechas 

por cualquiera de los cónyuges, a título de donación, herencia o legado, se agregarán a los bienes del 

cónyuge donatario, heredero o legatario; y las adquisiciones hechas por ambos cónyuges 

simultáneamente, a cualquiera de estos títulos, no aumentaran el haber social sino el de cada cónyuge. 

 

ARTICULO 1783. <BIENES EXCLUIDOS DEL HABER SOCIAL>. No obstante lo dispuesto en el 

artículo precedente, no entraran a componer el haber social: 

1.) El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los cónyuges. 

2.) Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las 

capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio. 

3.) Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges, formando 

un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa. 

Según el Art. 3º de la Ley 54 de 1990, No formarán parte del haber de la sociedad: 

o Los bienes adquiridos en virtud de donación 

o Herencia o legado 

o Ni los que se hubieren adquirido antes de iniciar la unión marital de hecho 

 

ARTICULO 1784. <DISPOSICIONES SOBRE TERRENO VECINO A LA FINCA DE UNO DE LOS 

CONYUGES ADQUIRIDO DURANTE EL MATRIMONIO>. El terreno contiguo a una finca propia de uno 

de los cónyuges y adquirido por el durante el matrimonio, a cualquier título que lo haga comunicable, 

según el artículo 1781, se entenderá pertenecer a la sociedad; a menos que con él y la antigua finca se 

haya formado una heredad o edificio de que el terreno últimamente adquirido no pueda desmembrarse 

sin daño; pues entonces la sociedad y el dicho cónyuge serán condueños del todo a prorrata de los 

respectivos valores al tiempo de la incorporación. 

 

ARTICULO 1785. <PORCION DE LOS BIENES PROINDIVISO QUE INGRESAN AL HABER 

SOCIAL>. La propiedad de las cosas que uno de los cónyuges poseía con otras personas proindiviso, y 

de que durante el matrimonio se hiciere dueño, por cualquier título oneroso, pertenecerá proindiviso a 

dicho cónyuge, y a la sociedad, a prorrata del valor de la cuota que pertenecía al primero, y de lo que 

haya costado la adquisición del resto.  

 

ARTICULO 1789. <SUBROGACIONES DE INMUEBLES DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. Para que 

un inmueble se entienda subrogado a otro inmueble de uno de los cónyuges, es necesario que el 

segundo se haya permutado por el primero, o que, vendido el segundo durante el matrimonio, se haya 

comprado con su precio el primero; y que en la escritura de permuta o en las escrituras de venta y de 

compra se exprese el ánimo de subrogar. 

Puede también subrogarse un inmueble a valores propios de uno de los cónyuges, y que no consistan 

en bienes raíces; mas para que valga la subrogación será necesario que los valores hayan sido 

destinados a ello, en conformidad al número 2o. del artículo 1783, y que en la escritura de compra del 

inmueble aparezca la inversión de dichos valores y el ánimo de subrogar. 

 

ARTICULO 1790. <SUBROGACION DE FINCAS DE LA SOCIEDAD CONYUGAL>. Si se subroga una 

finca a otra, y el precio de venta de la antigua finca excediere al precio de compra de la nueva, la sociedad 

deberá este exceso al cónyuge subrogante; y si, por el contrario, el precio de compra de la nueva finca 

excediere al precio de venta de la antigua, el cónyuge subrogante deberá este exceso a la sociedad. 

Si permutándose dos fincas, se recibe un saldo en dinero, la sociedad deberá este saldo al cónyuge 

subrogante; y si, por el contrario, se pagare un saldo, lo deberá dicho cónyuge a la sociedad. 

La misma regla se aplicará al caso de subrogarse un inmueble a valores. 

Pero no se entenderá haber subrogación, cuando el saldo en favor o en contra de la sociedad excediere 

a la mitad del precio de la finca que se recibe, la cual pertenecerá entonces al haber social, quedando la 

sociedad obligada al cónyuge por el precio de la finca enajenada o por los valores invertidos, y 

conservando éste el derecho de llevar a efecto la subrogación comprando otra finca. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr055.html#1781
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil_pr055.html#1783
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ARTICULO 1792. <OTROS BIENES EXCLUIDOS DEL HABER SOCIAL>. La 

especie adquirida durante la sociedad no pertenece a ella aunque se haya 

adquirido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición ha precedido a ella. 

Por consiguiente: 

1o.) No pertenecerán a la sociedad las especies que uno de los cónyuges poseía a título de señor antes 

de ella, aunque la prescripción o transacción con que las haya hecho verdaderamente suyas se complete 

o verifique durante ella. 

2o.) Ni los bienes que se poseían antes de ella por un título vicioso, pero cuyo vicio se ha purgado 

durante ella por la ratificación, o por otro remedio legal. 

3o.) Ni los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por la nulidad o resolución de un contrato, o por 

haberse revocado una donación. 

4o.) Ni los bienes litigiosos y de que durante la sociedad ha adquirido uno de los cónyuges la posesión 

pacífica. 

5o.) Tampoco pertenecerá a la sociedad el derecho de usufructo que se consolida con la propiedad que 

pertenece al mismo cónyuge: los frutos sólo pertenecerán a la sociedad. 

6o.) Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por capitales de crédito constituidos antes del 

matrimonio, pertenecerá al cónyuge acreedor. 

o mismo se aplicará a los intereses devengados por uno de los cónyuges antes del matrimonio, y 

pagados después. 

 

ARTICULO 1793. <BIENES ADQUIRIDOS UNA VEZ DISUELTA LA SOCIEDAD CONYUGAL Y QUE 

SE INCLUYEN EN ELLA>. Se reputan adquiridos durante la sociedad los bienes que durante ella 

debieron adquirirse por uno de los cónyuges, y que de hecho no se adquirieron sino después de disuelta 

la sociedad, por no haberse tenido noticia de ellos o por haberse embarazado injustamente su 

adquisición o goce. 

Los frutos que sin esta ignorancia, o sin este embarazo hubieran debido percibirse por la sociedad, y 

que después de ella se hubieren restituido a dicho cónyuge o a sus herederos, se mirarán como 

pertenecientes a la sociedad. 

 

5.3. De las citadas reglas se deduce que según el trámite del proceso, 

el aquí demandante para lograr la exclusión de sus bienes propios no solamente 

podía haber objetado la diligencia de inventarios y avalúos como dice que lo hizo 

y también podía haber apelado la sentencia aprobatoria de la liquidación y 

adjudicación de los bienes en la partición, sin que se conozca si él acudió o no a 

hacerlo; pero, lo que más interesa, es que a pesar que no hubiese apelado esas 

decisiones o que habiéndolas apelado le hubiere resultado una decisión contraria 

a sus intereses, de todas maneras el Código Civil le permite una tercera 

oportunidad de objeción con posterioridad al trámite de liquidación y según él 

mismo lo confesó no lo hizo, pues afirmó en su demanda que la única opción que 

le quedaba era la acción de enriquecimiento y por eso acudió a ejercitarla, lo que 

no se podía, pues por tratarse de una acción residual tenía que haber agotado la 

opción que le quedaba a través de la acción ordinaria para la exclusión de los 

bienes propios del haber social, como pasamos a explicarlo. 

 

Y es que de las reglas del código civil reseñadas es posible advertir 

de antes cuáles son los bienes de la sociedad conyugal que se conforma con 

ocasión del matrimonio, mismas reglas aplicables a la sociedad patrimonial que 

aquí se conformó con ocasión de la declaración de la unión marital de hecho –

reglas a las que se suma el art. 3° ley 54/90-, razón por la cual el artículo 1781 
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citado se encarga de listar el haber absoluto y el relativo de 

la sociedad conyugal, al tiempo que el artículo 1782 se 

encarga de precisar cuáles bienes adquiridos por los cónyuges no ingresan a la 

sociedad conyugal (súmese el art. 3° ley 54/90 para la sociedad patrimonial de 

hecho); mientras que el artículo 1783 se ocupa de precisar cuáles bienes a pesar 

de ser adquiridos dentro de la vigencia de la sociedad conyugal, de todas maneras 

no entran a formar parte del haber social, pues, se pudo haber presentado el 

fenómeno de la subrogación de que tratan los artículo 1789 y 1790. 

 

Digamos ahora que el artículo 1792 del Código Civil dispone, que “la 

especie adquirida durante la sociedad no pertenece a ella, aunque se haya 

adquirido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición ha precedido 

a ella”, y luego enlista seis posibilidades fácticas en que ella se puede generar. 

 

Acerca del entendido del artículo anterior la Corte tiene dicho que es 

propiedad del cónyuge comprador el inmueble adquirido por medio de escritura 

otorgada después de la celebración del matrimonio, pero cuya compra había 

quedado formalizada antes de éste, si también antes el comprador había pagado 

su precio, pero esa batalla aún no la ha dado el demandante y por eso le queda la 

opción de ejercitar la acción pertinente. 

 

5.4. Como corolario, puede ocurrir que dentro de la diligencia de 

inventarios y avalúos de los bienes de la sociedad conyugal queden incluidos 

bienes que no deben hacer parte de la sociedad conyugal, razón por la cual en 

vigencia del CPC (art. 600, 601, 605 y 626) y ahora también bajo el orden procesal 

que impone el CGP (art. 501 y 523) se podía y puede perseguir o intentar que se 

excluyan determinados bienes propios de los inventarios, decisión que es 

objetable dentro del mismo incidente, como también puede serlo posteriormente 

en la sentencia de aprobación, pero si no se alega o los jueces no admiten tal 

oposición, también se le garantizaba y se garantiza hoy día al cónyuge o 

compañero permanente que pueda objetarlo en forma posterior y a través de la 

acción ordinaria respectiva, para logar la exclusión de un bien de exclusiva 

propiedad de uno de los cónyuges o compañeros permanente, para lo cual debía 

ejercitar la acción de exclusión (artículos 765, 1388 1792 y 1832 del C.C.), 

aceptada por la misma jurisprudencia de la Corte y para ello citamos al más alto 

tribunal, que sobre ese preciso tema se pronunció en una jurisprudencia icónica 
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de su sala de Casación Civil (Mag. Pon: PEDRO LAFONT 

PIANETTA, 8 de sept/bre de 1998, Referencia: Expediente No. 5141), en la 

que expresó el alto corporado:    

 

“1.1.1.- Su procedencia radica en que como en el régimen de sociedad de gananciales suelen tener 
regulaciones diferentes los bienes, las deudas y las donaciones de carácter social y aquellos que tienen 
el carácter de propios, resulta explicable la eventualidad de que existan discrepancias y conflictos con 
relación a la existencia, calidad, extensión, valor y, en general, al tratamiento que puedan recibir. Por ello 
se prevén mecanismos extrajudiciales y judiciales para prevenirlos y remediarlos. 
1.1.1.1Uno de esos mecanismos es la figura de la subrogación, que consiste en poner una persona o 
una cosa en la situación jurídica que otra persona o cosa ocupaba. La subrogación de consiguiente es 
personal o real; de la segunda y verificada dentro de la sociedad conyugal tiene dicho esta Corporación 
que su objeto es el de "evitar que a su patrimonio ingresen los inmuebles adquiridos por los cónyuges a 
título oneroso dentro del matrimonio o el precio de los bienes raíces propios de los consortes." (Casación 
de octubre 19/67- G.J.T.CXIX, Pag.266) y que se da de inmueble a inmueble, así como de inmueble a 
mueble. Fenómeno que se puede estructurar en la compraventa o la permuta de bienes raíces. Lo 
primero cuando el precio de la venta del inmueble propio de uno de los consortes se destina para la 
compra de otro. Lo segundo cuando uno de los esposos cambia un bien raíz suyo por otro o por un bien 
mueble. Sin embargo, dada su trascendencia el Código Civil lo sujeta al cumplimiento de determinados 
requisitos, tales como que en la escritura pública de permuta o en las de venta y de compra se haya 
expresado el ánimo de subrogar, esto es, que se haga constar en forma clara e inequívoca dicha 
intención, lo que implica que éste ánimo no puede deducirse por antecedentes; que exista 
proporcionalidad entre los valores del inmueble subrogante y de los bienes subrogados; que en el caso 
de subrogarse un inmueble a valores propios de uno de los cónyuges, además del ánimo de subrogar 
en la escritura de compra se deje constancia de que el precio se paga o ha de pagarse con los valores 
dichos, etc. 
1.1.1.2.- Esta subrogación tiene por finalidad determinar voluntaria y anticipadamente la situación 
jurídica, en este evento de bien propio, del bien que se subroga (subrogante) a aquel que se ha dispuesto 
(el bien subrogado), siempre que reúna los requisitos antes mencionados; lo que, a su vez, sirve para 
prevenir conflictos posteriores sobre el particular. Luego, es una institución cuyos mayores efectos suelen 
establecerse realmente a la disolución de la sociedad conyugal. 
1.1.2.- Ahora bien, a la disolución de esta última, las discrepancias sobre la existencia o no de una 
subrogación real, radica en si el bien ha adquirido la calidad de propio o quedó como social, lo que, 
implícita e inequívocamente denota una controversia sobre la propiedad exclusiva del cónyuge sobre 
dicho bien, o la pertenencia de éste al haber de la sociedad conyugal con, si fuere el caso, la recompensa 
pertinente. 
 
1.1.2.1.- Por ello se le permite al cónyuge debatir este punto mediante incidente en el proceso de 
liquidación, tal como lo autorizan los: numerales 5o. del artículo 626 del Código de Procedimiento 
Civil y 3o del artículo 600 del mismo código, según los cuales en el evento de existir desacuerdo, 
por medio de dicho trámite incidental deben resolverse previa o durante la diligencia de 
inventarios y avalúos las diferencias que surjan, entre otras, respecto a la situación jurídica de 
bien propio o social a efecto de ser excluido en la elaboración de dicho inventario. Igualmente 
puede el cónyuge controvertir este tópico nuevamente en las objeciones a la partición, habida 
cuenta de que siendo la sentencia aprobatoria de ésta o de la adjudicación la única providencia 
sustantiva del proceso, es allí donde, para efecto liquidatorio, se precisan los derechos de 
quienes en el juicio intervinieron y no en los autos intermedios, que aunque tengan la jerarquía 
de interlocutorios y se hallen ejecutoriados, no atan al fallador, dado que se trata de providencias 
que no hacen tránsito a cosa juzgada material. También si sobre el mismo punto el cónyuge ha 
objetado la partición acude a él la legitimación para apelar la decisión y si es del caso para recurrir 
en casación la sentencia aprobatoria de la partición. 
 
1.1.2.2.- Sin embargo, como quiera que ordinariamente estas decisiones no hacen tránsito a cosa 
juzgada material, el Código Civil reconoce al tercero, esto es, a quien ha sido extraño al proceso 
liquidatorio o al cónyuge que ha sido parte en el mismo que ha fracasado incidentemente con el 
reconocimiento de su derecho exclusivo en la actuación simplemente calificatoria de bienes, 
legitimación para controvertir en proceso ordinario, cuando las circunstancias así lo justifiquen 
(no repetitiva de la actuación incidental), la existencia de su dominio exclusivo frente a la 
sociedad conyugal, a fin de que, en debate plenario, se excluya su bien de este patrimonio 
(artículos 1832, 1388 y 765 del C.C.), y, si fuere el caso, se deje sin efecto la partición efectuada, 
mediante la exclusión del bien que no pertenecía a la masa social mencionada (arts. 1832, 1401 y 
1008 C.C.). Dijo esta Corporación en sentencia del 16 de mayo de 1990 sobre el tema en materia 
sucesoral, aplicable en lo pertinente a aquel proceso liquidatorio, lo siguiente: "En la actual 
legislación procesal se adopta un criterio semejante, aún cuando más amplio en relación a las 
partes del proceso de sucesión, porque, además de las formas tradicionales de exclusión arriba 
señaladas, incluyendo la de objeción al inventario y avalúo para pretender la exclusión de un bien 
indebidamente inventariado, el art. 605 del C. de P.C. le otorga una oportunidad adicional 
(después de haberse aprobado el inventario y avalúo) al cónyuge y a cualquiera de los herederos 
para solicitar la exclusión de bienes de la partición (y, desde luego del inventario) en el proceso 
de sucesión en que son partes de él, pero únicamente cuando se conviertan en "terceros" frente 
a la sucesión por "haber promovido proceso ordinario sobre la propiedad de bienes 
inventariados", que no es otra cosa que reclamar, como dice el artículo 1388, inc. 1o. del Código 
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Civil, "un derecho exclusivo, y que en consecuencia no deban entrar a la 
masa partible" pero alegado por un interesado en la misma sucesión o 
sociedad conyugal partible". (El resaltado con negrita y subrayado lo hace 

el Tribunal) 

 5.5. Esta posición la mantiene hoy día la Corte Suprema, pues en 

reciente providencia dejó dicho la Corte en AC2829-2018, Radicación n° 05001-

31-10-005-2011-00980-01, con ponencia de Octavio Augusto Tejeiro Duque: 

 

“En cuanto a la posibilidad de excluir bienes propios como objeción a la partición, es viable según se dijo 

en CSJ SC 8 sep. 1998, rad. 5141. No obstante, la promotora denunció la totalidad del inmueble como 

activo social y el demandado relacionó a su vez como única partida las mejoras consistentes en el tercer 

y cuarto nivel.” 

 

5.6. Y tan cierto es lo anterior, que la Corte aún mantiene su 

precedente, que en reciente sentencia de tutela STC2297-2020, Radicación n.° 

11001-02-03-000-2020-00010-00, del 4 de marzo del 2020 expresó: 

 

“3.3. En un caso de similares contornos al aquí tratado, que mutatis mutandis resulta aplicable al 

presente, para despachar adversamente el recurso extraordinario que planteó quien pretendió la 

exclusión de bienes en términos semejantes a los ahora auscultados, esta Corporación, en sede de 

casación, dejó dicho: 

 

2.1.- El fallo de segunda instancia ha sido impugnado con dos acusaciones. 

 

2.1.1.- Previamente precisa la Corte que el fallo cuestionado confirma la denegatoria de una pretensión 

de exclusión de un bien inmueble del haber de la sociedad conyugal formada por demandante y 

demandada con ocasión del matrimonio que los une, sociedad que fuera liquidada mediante sentencia 

proferida por el Juzgado 5º Civil del Circuito de Cali, inmueble que arguye como propio el actor, basado 

en que por no haberse reunido los requisitos de la subrogación consistentes en que no se expresó en 

las cláusulas 4ª y 6ª de la escritura No. 5332 del 25 de septiembre de 1979 el ánimo de subrogar, pues 

lo que allí se dice es que el comprador pagó con dineros provenientes de una herencia que no se 

especifica ni por su nombre ni por su monto, no alcanzó el accionante a demostrar que el bien fuera de 

su exclusivo patrimonio. Por ello se basó en que en las mencionadas cláusulas de la escritura No. 5332, 

mediante la cual adquirió el actor el predio “Duquelandia”, objeto de la pretensión de exclusión, que no 

expresa el ánimo de subrogar, tal ausencia no puede suplirse con documentos privados para hacer 

constar dicha intención y menos probarse con prueba testimonial. 

 

2.1.2.- A su vez, el casacionista dice que el ad-quem violó los artículos 1789, inciso 2º, 1797 y el 1781 

numeral 5º, a consecuencia de error de hecho en la apreciación de las pruebas (primer cargo) y de 

derecho en la estimación probatoria (segundo cargo) que lo condujo a violar igualmente el artículo 187 

del Código de Procedimiento Civil. 

 

2.2.- Siendo éstos los antecedentes pertinentes, la Corte encuentra que los cargos están llamados al 

fracaso. 

 

2.2.1.- En efecto, en primer lugar resulta impertinente aducirle error de derecho al ad-quem cuando le ha 

negado valor probatorio a los testimonios presentados sobre el ánimo de subrogar, cuando es la misma 

ley la que se lo niega, cuando exige que sea en la misma escritura de compraventa (artículo 1789 del 

C.C.) en donde debe hacerse tal manifestación, lo que conlleva que no puede sustituirse por aquellas 

(art. 232 del C. de P.C.), dado que es la ley sustancial la que exige para que opere la subrogación que 

en la escritura de permuta o en las de compra y venta se exprese el ánimo de subrogar, luego solamente 

es la escritura la prueba eficaz para ello. 

 

2.2.2.- En segundo término, si como lo reconoce el recurrente la escritura de venta y adquisición no 

contiene la expresión de dicho ánimo, mal puede haber cometido el tribunal error de hecho en la 

apreciación de su contenido. Por otra parte, tampoco incurre en error de hecho cuando en la apreciación 

de las escrituras posteriores de venta, porque si vio esa expresión del ánimo pasado de subrogar, lo que 
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ocurrió es que eso no se hizo en la misma escritura, vale decir, en la No. 5332. 

 

Además, la Corte no entra a estudiar los demás yerros probatorios que el recurrente le achaca al ad-

quem sobre otros medios probatorios supuestamente demostrativos del ánimo de subrogar, puesto que 

si, como antes se dijo, éstos carecen de ese valor demostrativo cualquier eventual yerro sería inocuo e 

intrascendente para vulneración de las normas sustanciales alegadas. 

 

2.3.- De consiguiente, son imprósperos los cargos (CSJ SC, 8 sep. 1998, rad. 5141). 

 

6. Como viene de verse y retomando el asunto desde que se planteó 

el problema jurídico a resolver por el tribunal, son cuatro los requisitos que deben 

cumplirse en forma concurrente para el buen suceso de la acción de 

enriquecimiento, pero como aquí no se reúne el requisito “d) que no tenga el afectado 

ningún otro medio para obtener la satisfacción de su pretensión por cuanto la acción in rem verso tiene 

carácter subsidiario.”, señalado en antes, toda vez que al señor Julio César Paniagua 

le queda la acción para pretender excluir del acervo social dichos bienes que él 

considera propios, luego, entonces, no puede abrirse paso la pretensión 

declarativa de enriquecimiento indebido o injusto y por esa sola razón que ahora 

expone el Tribunal es que habrá de confirmarse la sentencia, sin que le quepa 

razón al juez en su sentencia cuando en una premisa apresurada concluyó que el 

aquí demandante solamente contaba con los recursos para lograr dentro del 

proceso de liquidación la exclusión de los bienes que alega como propios, cuando 

la verdad es que, como se dijo, dilapidó la acción ordinaria para la exclusión de 

dichos bienes del patrimonio social, entonces, por ese mero hecho las 

pretensiones de enriquecimiento estaban llamadas al fracaso y esa es la única 

razón en que el tribunal apoyará la decisión de confirmar la sentencia.  

 

7. Conclusión. En síntesis, si la finalidad del demandante es excluir 

unos activos suyos como bienes propios de la sociedad patrimonial, luego, 

entonces, como ya vimos que tiene a su alcance la acción ordinaria para lograrlo, 

sin que el hecho de haberlo alegado en la diligencia de inventarios que no prosperó 

sea un obstáculo para intentar la acción declarativa, acción que debió y debe 

todavía intentar el demandante, si es que logra probar que esos dineros que invirtió 

en una casa y en un automóvil tenían la condición de bienes propios, aún a modo 

de subrogación; empero, como para el buen éxito de la acción in rem verso deben 

reunirse en forma concurrente los requisitos de antes vistos, no es posible admitir 

ahora el ejercicio de dicha acción, toda vez que el interesado aún cuenta con una 

vía judicial para conseguir sus fines; por consiguiente, al tener la acción in rem 

verso la característica de ser residual, eso impide el éxito de las pretensiones, 

siendo esta la única razón por la cual debía declararse frustráneas las 
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pretensiones de la demanda, por lo que se confirmará la 

sentencia bajo ese entendimiento. 

 

En mérito de lo expuesto, la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley,  

 

III. FALLA: 

 

PRIMERO: SE CONFIRMA por las razones vertidas en esta providencia, 

la sentencia proferida Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Descongestión de 

Medellín el día 30 de septiembre del 2015, dentro de la presente acción ordinaria 

de enriquecimiento sin causa, promovida por el señor Julio César Paniagua en 

contra de Julia Esther Zapata. 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas a la parte demandante al no 

aparecer causadas. 

 

TERCERO: Cumplida la ritualidad secretarial de rigor, devuélvase el 

expediente al Juzgado de origen 

 
NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE, 

 
 

 

JULIAN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado 

 
 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada   

 
 

                   
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 

Magistrado 


